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abstracta razón de legalidad invocada, esto es, la gené-
rica capacidad organizativa y la libre determinación de
la Agencia EFE, S.A., en el ámbito de la contratación.

La Sentencia impugnada, en contra de lo dicho, se
ha limitado a considerar, precisamente, que el empresario
actuaba en un ámbito de discrecionalidad, prescindiendo
de la dimensión constitucional del conflicto. El razona-
miento del órgano judicial no tiene en cuenta que los
poderes empresariales, como se recordó anteriormente,
se encuentran limitados en su ejercicio no sólo por las
normas legales o convencionales que los regulan, sino
también por los derechos fundamentales del trabajador,
constituyendo un resultado prohibido su utilización lesiva
de éstos. Y se menosprecian las circunstancias del caso,
en el que la trabajadora había acreditado conexiones tem-
porales, desigualdades de trato y conflictos en el ejercicio
de su actividad sindical reivindicativa; factores todos ellos
que el órgano judicial de instancia había considerado
expresivos de que la decisión empresarial controvertida
fuese discriminatoria por antisindical.

Esos datos, por lo demás, no fueron neutralizados
por la empresa, que no acreditó ad casum que existiese
ninguna justificación laboral real y de entidad suficiente
en su decisión de postergar a la trabajadora respecto
de las demás contratados en prácticas cuya vinculación
contractual también había finalizado, ni excluyó, por tan-
to, que su decisión fuese ajena a todo propósito dis-
criminatorio. Esa desatención de su carga probatoria lle-
vó al juzgador de instancia, precisamente, a estimar la
demanda según los principios y finalidad de la doctrina
antes descrita.

Por el contrario, la Sala de lo Social del Tribunal Supe-
rior de Justicia, ante la ausencia de toda justificación
real y adecuada de la medida empresarial y pese a lo
resuelto por el juzgador a quo, esgrimió como razón
única para mantener aquélla la de la discrecionalidad
de la decisión, prescindiendo de los datos obtenidos de
los principios de prueba aportados, e impidiendo, en defi-
nitiva, aplicar a la discrecionalidad empresarial el límite
infranqueable que constituye el derecho fundamental a
la libertad sindical, ya que la facultad del empresario
no puede servir para perjudicar a los trabajadores por
ejercer aquel derecho fundamental en cualquiera de sus
vertientes.

Las anteriores conclusiones conducen directamente
a la estimación del amparo solicitado, así como a la
anulación de la Sentencia del Tribunal Superior de Jus-
ticia recurrida, por vulnerar el derecho fundamental pro-
tegido por el art. 28.1 CE.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo promovido por doña
Remedios Sancho Ávila y, en su virtud:

1.o Reconocer a la recurrente su derecho fundamen-
tal a no ser discriminada por ejercer su libertad sindical.

2.o Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
de 16 de mayo de 1997, lo que implica la firmeza la
Sentencia dictada por el Juzgado de lo Social núm. 10
de Madrid, de 27 de mayo de 1996.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a once de febrero de dos mil
dos.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Del-
gado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Firmado
y rubricado.

5089 Sala Segunda. Sentencia 31/2002, de 11 de
febrero de 2002. Recurso de ampa-
ro 1730/98. Promovido por don Agapito
Maestre Sánchez frente a la Sentencia de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía que
anuló la convocatoria de concursos para tres
plazas de Catedrático en la Universidad de
Almería.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial sin indefensión: emplazamiento efec-
tuado válidamente en el domicilio del inte-
resado, y desconocimiento inverosímil.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente; don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1730/98, promovido
por don Agapito Maestre Sánchez, representado por el
Procurador de los Tribunales don Luciano Rosch Nadal
y asistido por el Letrado don Manuel Francisco Clavero
Arévalo, contra la Sentencia de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, con sede en Granada, de 23 de marzo
de 1998, recaída en los recursos núms. 3487/95
y 3705/95, por la que se anuló la Resolución dictada
con fecha 5 de junio de 1995 por el Rector-Presidente
de la Comisión Gestora de la Universidad de Almería
convocando concursos para la provisión de tres plazas
de Catedrático de Universidad. Han intervenido, además
del Ministerio Fiscal y del Abogado del Estado, don
Miguel Martínez López, representado por el Procurador
de los Tribunales don Miguel Ángel Castillo Sánchez y
asistido por el Letrado don Rafael de Porras Arroyo; don
Cayetano Aranda Torres, doña María Elisa Prieto Barrero
y doña Amalia Mirás Baldó, representados por el Pro-
curador de los Tribunales don José Llorens Valderrama
y asistidos por el Letrado don Jesús Alcalde Martos;
y la Universidad de Almería, representada por el Pro-
curador de los Tribunales don José Castillo Ruiz y asistida
del Letrado don Víctor Manuel López Jiménez. Ha sido
Ponente la Magistrada doña Elisa Pérez Vera, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 17
de abril de 1998 el Procurador de los Tribunales don
Luciano Rosch Nadal, en nombre y representación de
don Agapito Maestre Sánchez, interpuso demanda de
amparo contra la Sentencia reseñada en el encabeza-
miento invocando lesión del derecho a la tutela judicial
efectiva.

2. Los hechos relevantes para el examen de la pre-
sente demanda de amparo son los siguientes:

a) Por Resolución del Rector-Presidente de la Comi-
sión Gestora de la Universidad de Almería de 5 de junio
de 1995 se convocó concurso para la provisión de tres
plazas de Catedrático de Universidad, una de ellas en
el área de Filosofía (plaza núm. 16/95), adscrita al Depar-
tamento de Filosofía, Metodología, Sociología y Peda-
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gogía de dicha Universidad. El demandante de amparo
participó en dicho concurso, al que fue admitido por
Resolución del Rectorado de 17 de octubre de 1995,
y una vez celebradas las pruebas obtuvo la plaza de
Catedrático de Universidad del área de conocimiento
de Filosofía, llevándose a cabo su nombramiento por
Resolución de 26 de noviembre de 1996 de la Univer-
sidad de Almería.

b) La convocatoria de la plaza de Catedrático de
Filosofía fue recurrida por don Cayetano J. Aranda Torres,
y la convocatoria de las otras dos plazas fue recurrida
por doña Amalia Miras Baldo y doña María Elisa Prieto
Barrero, dando lugar a los recursos contencioso-admi-
nistrativos núms. 3487/95 y 3705/95, respectivamen-
te, que fueron acumulados por Auto de 11 de diciembre
de 1995 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con sede
en Granada.

Por providencia de 13 de octubre de 1995, la Sala
admitió a trámite el primero de los recursos, acordando
la publicación de edicto en el «Boletín Oficial de la Pro-
vincia de Almería», la cual se efectuó en el núm. 221,
de 20 de noviembre, y requirió a la Universidad deman-
dada para que remitiera el expediente, con emplazamien-
to de los interesados, y se considerará ella misma
emplazada.

Por escrito de la Secretaría General de la Universidad
de Almería, de 24 de octubre de 1995, se remitió a
la Sala el expediente requerido, al cual se acompañaba
copia del anuncio de interposición del recurso que, según
dice el mismo escrito, fue publicado en los tablones de
anuncios del Servicio de Personal de la Universidad, y
notificado expresamente al Director del Departamento
de Filosofía, Metodología, Sociología y Pedagogía, y a
todos los admitidos al concurso. En las actuaciones cons-
ta que la Universidad de Almería remitió al aquí recurren-
te una carta certificada el día 25 de octubre de 1995,
cuyo destino era Madrid 28013, incorporándose a las
mismas acuse de recibo firmado el día 27 por una per-
sona que se identifica como Dolores García, empleada,
con DNI 247.070.

c) Por Sentencia de 23 de marzo de 1998 de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía se estimaron los recursos
acumulados núms. 3487/95 y 3705/95, anulando la
Resolución de 5 de junio de 1995, de convocatoria de
las señaladas plazas, por no ser la misma conforme a
Derecho al haberse omitido, en el caso de la plaza de
Catedrático del área de Filosofía, el preceptivo informe
del Departamento correspondiente. En el proceso sólo
se personaron los recurrentes y la Administración
demandada, siendo parte coadyuvante don Francisco
Campos García, quien concursó a la plaza de Catedrático
de Filosofía.

La Universidad de Almería, mediante escrito de la
Secretaría General de 7 de abril de 1998, comunicó
al solicitante de amparo que había sido notificada a la
Universidad la mencionada Sentencia, remitiéndole una
copia de la misma.

d) Mediante escrito de fecha 14 de mayo de 1998,
dirigido a la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, la represen-
tación procesal del demandante de amparo solicitó que
se tuviera a éste por codemandado en los recursos acu-
mulados núms. 3487/95 y 3705/95; que se le notificara
la Sentencia de 23 de marzo de 1998; y que se le tuviera
por parte en cuantos incidentes y actuaciones se pro-
dujeran. En este escrito, el hoy recurrente denuncia que
la Universidad no le comunicó personalmente que se
había interpuesto el recurso contencioso-administrativo,
ni le emplazó para que pudiera personarse en los autos,
no habiendo realizado la Sala la comprobación que exige
el art. 64.2 LJCA.

Por providencia de 25 de mayo de 1998 la Sala acor-
dó no haber lugar a la solicitud de notificación de la
Sentencia por impedirlo el art. 66 LJCA. Contra la ante-
rior resolución se interpuso recurso de súplica, que fue
desestimado por Auto de 24 de junio de 1998.

e) Frente a la Sentencia de 23 de marzo de 1998,
el Abogado del Estado formuló recurso de casación en
interés de Ley. El Tribunal Supremo, en Sentencia de 9
de febrero de 1999, fija como doctrina legal, respetando
la situación jurídica particular derivada de aquella reso-
lución, que los informes de los Departamentos de las
Universidades previstos en los arts. 39.3 de la Ley Orgá-
nica 11/1983, de 25 de agosto, de reforma universitaria,
y 2.3 del Real Decreto 1888/1984, de 26 de septiembre,
aunque de carácter preceptivo, no tienen carácter
vinculante.

3. El recurrente alega en la demanda de amparo
que la Sentencia impugnada vulnera su derecho a la
tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24 CE), ya
que con dicha resolución concluyó un proceso al cual
no fue emplazado, dictándose la misma sin su interven-
ción. Señala que tomó parte en el concurso para la pro-
visión de una plaza de Catedrático de Universidad, con-
vocado mediante Resolución de la Universidad de Alme-
ría de 5 de junio de 1995, al que fue admitido el 17
de octubre de 1995; y que dicha convocatoria fue recurri-
da en vía contencioso-administrativa por otros concur-
santes, siendo emplazada la Universidad, sin que ésta
le emplazara a él de conformidad con lo dispuesto en
el art. 64 LJCA, el cual obliga a notificar a cuantos apa-
rezcan interesados en el expediente administrativo la
Resolución que acuerde su remisión al Tribunal, empla-
zándoles para que puedan comparecer y personarse en
autos. Denuncia el recurrente que, al no producirse la
preceptiva notificación, no pudo intervenir en el proceso,
vulnerándose su derecho de defensa, con la grave con-
secuencia que supone haber ganado el concurso, y haber
sido nombrado Catedrático, siendo posteriormente anu-
lada la convocatoria por la Sentencia impugnada. Por
todo ello, solicita el otorgamiento del amparo y la decla-
ración de nulidad de la Sentencia recurrida, retrotrayen-
do las actuaciones al momento en que debió ser empla-
zado, de acuerdo con la LJCA.

En un escrito presentado en el Juzgado de guardia
el día 10 de julio de 1998, registrado en este Tribunal
el 13 siguiente, el recurrente solicita que, subsidiaria-
mente, se declare su derecho a plantear el incidente
de nulidad de actuaciones (art. 240.3 LOPJ) frente a
la Sentencia recurrida en amparo.

4. Por providencia de la Sección Tercera de este
Tribunal, de 20 de julio de 1998, se acordó dirigir atenta
comunicación a la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía y a la
Universidad de Almería a fin de que remitieran, respec-
tivamente, la certificación de las actuaciones correspon-
dientes a los recursos contencioso-administrativos
núms. 3487/95 y 3705/95, y el expediente adminis-
trativo en el que recayó la Resolución de 5 de junio
de 1995 del Presidente de la Comisión Gestora de la
Universidad de Almería por la que se convoca concurso
para la provisión de las plazas núms. 14/95, 15/95
y 16/95.

5. Por escrito registrado el 28 de septiembre
de 1998, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía comunicó a
este Tribunal que los autos acumulados de los mencio-
nados recursos contencioso-administrativos fueron remi-
tidos a la Sala Tercera del Tribunal Supremo para la
sustanciación del recurso de casación en interés de Ley
núm. 6147/98 ante la Sección Séptima de dicha Sala.



BOE núm. 63. Suplemento Jueves 14 marzo 2002 39

6. Por providencia de 1 de octubre de 1998, la Sec-
ción Tercera acordó unir a las actuaciones el anterior
escrito y dirigir atenta comunicación a la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Supremo a fin de
que remitiera certificación de las actuaciones correspon-
dientes a los recursos contencioso-administrativos
núms. 3487/95 y 3705/95, que le fueron remitidas
para la sustanciación del señalado recurso de casación
en interés de Ley.

7. Por providencia de 16 de diciembre de 1998,
la Sección Tercera de este Tribunal acordó admitir a
trámite la demanda de amparo y, en aplicación del art. 51
LOTC, dirigir atenta comunicación a la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía para que emplazase en el presente recurso
de amparo a quienes hubieran sido parte en los citados
recursos contencioso-administrativos, excepto al
recurrente en amparo, a fin de que en el plazo de diez
días pudieran comparecer en el presente proceso de
amparo.

8. Por providencia de la misma fecha, y a la vista
de lo alegado en la demanda de amparo, la Sección
Tercera del Tribunal acordó formar la oportuna pieza
separada para la tramitación del incidente de suspensión,
de conformidad con lo dispuesto en el art. 56 LOTC,
y otorgar un plazo de tres días a la parte recurrente,
al Ministerio Fiscal y al Abogado del Estado para que
alegasen lo que estimaran pertinente sobre la suspensión
solicitada.

Evacuado el trámite de alegaciones conferido, la Sala
Segunda del Tribunal dictó Auto de 8 de febrero de 1999
por el que acordó la suspensión parcial de la ejecución
de la Sentencia impugnada, en lo que se refiere sólo
a los extremos del fallo anulatorio que hacen referencia
a la plaza núm. 16/95, de Catedrático de Universidad,
área de Filosofía.

9. Mediante escrito presentado el 23 de diciembre
de 1998, el Abogado del Estado, en la representación
que ostenta, se personó en este proceso de amparo,
solicitando que se entendieran con él las actuaciones
sucesivas.

10. Por escrito registrado el 27 de enero de 1999,
el Procurador de los Tribunales don José Castillo Ruiz,
en nombre y representación de la Universidad de Alme-
ría, se personó en el proceso de amparo solicitando que
se entendieran con él las actuaciones sucesivas.

11. Por escrito registrado en este Tribunal el 27
de enero de 1999, el Procurador de los Tribunales don
José Llorens Valderrama, en nombre y representación
de don Cayetano Aranda Torres, doña María Elisa Prieto
Barrero y doña Amalia Mirás Baldó, se personó en el
presente proceso de amparo solicitando que en lo suce-
sivo se entendieran con él las actuaciones.

12. Por escrito presentado el 28 de enero de 1999,
el Procurador de los Tribunales don Miguel Ángel Castillo
Sánchez, en nombre y representación de don Miguel
Martínez López, se personó en el presente proceso de
amparo, solicitando que en lo sucesivo se entendieran
con él las actuaciones.

13. Por providencia de 1 de marzo de 1999, la
Sección Tercera de este Tribunal acordó tener por per-
sonados y parte en el procedimiento a los siguientes
Procuradores: a don José Castillo Ruiz, en nombre y
representación de la Universidad de Almería; a don José
Llorens Valderrama, en nombre y representación de don
Cayetano Aranda Torres, doña María Elisa Prieto Barrero
y doña Amalia Mirás Baldó; y a don Miguel Ángel Castillo
Sánchez, en nombre y representación de don Miguel
Martínez López. Asimismo, se acordó dar vista de las

actuaciones recibidas a todas las partes personadas y
al Ministerio Fiscal, por un plazo común de veinte días,
para que pudieran realizar las alegaciones que tuvieran
por convenientes.

14. En escrito de alegaciones presentado el 24 de
marzo de 1999, el Procurador de los Tribunales don
Miguel Ángel Castillo Sánchez, en nombre y represen-
tación de don Miguel Martínez López, afirma que la Sen-
tencia impugnada en este proceso de amparo vulnera
el derecho a la tutela judicial efectiva de su mandante,
el cual tomó parte y ganó el concurso anulado por dicha
Sentencia, sin que fuera emplazado personalmente
como parte codemandada en el proceso, infringiendo
los principios de audiencia y contradicción. Alega que
la Sentencia aquí recurrida vulnera asimismo el derecho
a la autonomía universitaria al excederse en el control
judicial de una decisión que fue adoptada conforme a
la Ley y en el ejercicio de aquel derecho. Por ello, en
el escrito se interesa que se otorgue el amparo a don
Miguel Martínez López, se declaren vulnerados los men-
cionados derechos, y se anule la Sentencia recurrida,
solicitando mediante otrosí la suspensión cautelar del
acto recurrido.

15. En las alegaciones presentadas el 26 de marzo
de 1999 por el Procurador de los Tribunales don José
Llorens Valderrama, en nombre y representación de don
Cayetano Aranda Torres, doña María Elisa Prieto Barrero
y doña Amalia Mirás Baldó, se rechaza que la Sentencia
impugnada haya vulnerado el derecho a la tutela judicial
efectiva del recurrente puesto que éste fue emplazado
en la forma legalmente prevista, sin que se haya pro-
ducido indefensión. Así lo acreditarían las actuaciones,
en concreto, el anuncio del recurso colgado en el tablón
de anuncios del Servicio de Personal de la Universidad
y notificado a los admitidos al concurso, la publicación
en el «Boletín Oficial de la Provincia de Almería», y la
carta certificada remitida por el Gabinete Jurídico de
la Universidad de Almería el 25 de octubre de 1995
al domicilio del recurrente en Madrid, y de la que consta
acuse de recibo. A ello se añade que, a la vista de las
circunstancias en las que se desarrolló el proceso, el
recurrente pudo tener conocimiento del recurso inter-
puesto contra la convocatoria, habiendo tenido posibi-
lidad de personarse en el mismo y de defender sus inte-
reses. Por todo ello, insta a que se dicte Sentencia dene-
gando el amparo solicitado por el recurrente. Mediante
otrosí, se interesa la práctica de una serie de pruebas,
al amparo del art. 89 LOTC, así como la reapertura de
la pieza de suspensión, a tenor de lo dispuesto en el
art. 57 LOTC.

16. En el escrito de alegaciones presentado el 26
de marzo de 1999 por el Procurador de los Tribunales
don José Castillo Ruiz, en nombre y representación de
la Universidad de Almería, se interesa que no se otorgue
el amparo solicitado por el demandante por cuanto éste
no vio vulnerado su derecho a la tutela judicial efectiva
al serle notificada en forma la interposición del recurso
contencioso-administrativo, como acreditarían las actua-
ciones.

17. En su escrito de alegaciones registrado en este
Tribunal el 31 de marzo de 1999 el recurrente reitera
su queja por vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva al no haber sido parte en el proceso con-
tencioso-administrativo, por no haber sido emplazado
personalmente al mismo. Señala que en las actuaciones
puede comprobarse cómo el emplazamiento personal
intentado por la Universidad de Almería no se llevó
a cabo, puesto que el acuse de recibo carecía de los
más elementales requisitos para que una notificación
por correo produzca efecto: fue firmada por una persona
desconocida por el recurrente, de la que no figura



40 Jueves 14 marzo 2002 BOE núm. 63. Suplemento

su segundo apellido, ni DNI completo, ni su relación
con él.

Por otra parte, el solicitante de amparo se remite
a su escrito, presentado en este Tribunal el 10 de julio
de 1998, para afirmar que ha agotado todos los recursos
utilizables en la vía judicial previa, y ello a pesar de no
haber acudido al incidente de nulidad de actuaciones
(art. 240.3 LOPJ), que no pudo plantear al no haber
sido parte en el proceso.

18. El Abogado del Estado evacuó el trámite de ale-
gaciones mediante escrito registrado el 24 de marzo
de 1999, en el que solicita la desestimación del recurso
de amparo en cuanto a la pretensión anulatoria de la
Sentencia impugnada, sin perjuicio del derecho del
recurrente a ser notificado en forma de dicha resolución,
y de utilizar contra ella los recursos que estime con-
veniente. A su juicio, el demandante presentó en realidad
dos recursos de amparo: uno en el que se impugna direc-
tamente la Sentencia por no haber sido emplazado debi-
damente; y otro, frente a la resolución denegatoria de
la notificación de la Sentencia, con la pretensión de plan-
tear el incidente de nulidad de actuaciones. El primero
sería inviable por no haberse agotado los recursos uti-
lizables y porque, además, los autos ofrecerían indicios
de que el recurrente conoció la tramitación del proce-
dimiento y tuvo la oportunidad de comparecer en él.
Por el contrario, el recurrente tendría derecho a plantear
el incidente de nulidad de actuaciones (art. 240.3 LOPJ),
que no debería entenderse limitado a quienes intervi-
nieron en el proceso; es en dicho incidente en el que
debería plantear la existencia y regularidad del empla-
zamiento y las posibles consecuencias de lo actuado.

19. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de ale-
gaciones el 22 de marzo de 1999, interesando que se
dicte Sentencia inadmitiendo el recurso de amparo por
falta de agotamiento de los recursos utilizables en vía
judicial; subsidiariamente, solicita que se estime la
demanda por violación del derecho a la tutela judicial
efectiva.

Entiende el Fiscal que el demandante de amparo
incumplió el requisito del art. 44.1 a) LOTC por no haber
acudido al incidente extraordinario de nulidad (art. 240.3
LOPJ), configurado como un proceso judicial de protec-
ción del derecho a la tutela judicial efectiva, el cual se
encontraba ya vigente en el momento de dictar la Sen-
tencia impugnada, y que se extiende a los defectos for-
males que hayan causado indefensión, como la falta de
emplazamiento del interesado directo.

Para el supuesto de considerar el Tribunal que no
concurre esta causa de inadmisión, el Fiscal solicita la
estimación del recurso por entender que el recurrente
no fue emplazado en la forma exigida por la Ley y la
jurisprudencia constitucional, puesto que no se acredita
cuándo y dónde fue expuesto el mencionado anuncio
de la Universidad, ni puede considerarse que el acuse
de recibo del correo certificado acredite que la carta
de la Universidad llegó realmente al recurrente, ni que
éste tuviera un conocimiento extraprocesal del recurso
contencioso-administrativo. Por su carácter de interesa-
do directo, entiende el Fiscal que el recurrente sufrió
una indefensión material, solamente atribuible a los órga-
nos administrativo y judicial.

20. Por providencia de 7 de febrero de 2002 se
acordó señalar para deliberación y votación de la pre-
sente Sentencia el día 11 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
la Sentencia de 23 de marzo de 1998 de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de

Justicia de Andalucía, con sede en Granada, que anuló
la Resolución dictada el 5 de junio de 1995 por el Rec-
tor-Presidente de la Comisión Gestora de la Universidad
de Almería convocando concursos para la provisión de
tres plazas de Catedrático de Universidad, una de ellas
en el área de Filosofía (plaza núm. 16/95), adscrita al
Departamento de Filosofía, Metodología, Sociología y
Pedagogía de dicha Universidad. El demandante de
amparo tomó parte en el concurso para la provisión de
esta plaza, al que fue admitido por Resolución del Rec-
torado de 17 de octubre de 1995 y, una vez celebradas
las pruebas, obtuvo la plaza de Catedrático de Univer-
sidad del área de conocimiento de Filosofía, llevándose
a cabo su nombramiento por Resolución de 26 de
noviembre de 1996 de la Universidad de Almería.

Alega el recurrente que la Sentencia impugnada vul-
neró su derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión (art. 24 CE) al ser dictada sin su intervención,
en un proceso al que no fue debidamente emplazado.
Y ello porque, una vez recurrida en vía contencioso-ad-
ministrativa la citada convocatoria por otros concursan-
tes, la Sala emplazó a la Universidad, sin que ésta a
su vez le emplazara de conformidad con lo dispuesto
en el art. 64 LJCA 1956, con lo cual no pudo intervenir
en el proceso, vulnerándose su derecho de defensa. Por
ello solicita el otorgamiento del amparo y la declaración
de nulidad de la Sentencia recurrida, retrotrayendo las
actuaciones al momento en que debió ser emplazado
de acuerdo con la LJCA.

Idénticas alegaciones formula don Miguel Martínez
López, que tomó parte en el concurso para la provisión
de una plaza de Catedrático de Filología Inglesa, con-
vocado por la misma Resolución de la Universidad de
Almería, posteriormente anulada, quien se persona en
este proceso solicitando que también se le otorgue
amparo.

Por su parte, don Cayetano Aranda Torres, doña María
Elisa Prieto Barrero y doña Amalia Mirás Baldó, que en
su día recurrieron en vía contencioso-administrativa la
controvertida Resolución de la Universidad de Almería,
niegan en sus alegaciones que la Sentencia aquí impug-
nada vulnerara el derecho a la tutela judicial efectiva
del recurrente, puesto que éste fue emplazado en la
forma legalmente prevista, como lo acreditarían el anun-
cio del recurso contencioso-administrativo colgado en
el tablón de anuncios del Servicio de Personal y noti-
ficado a los admitidos al concurso, la publicación en
el «Boletín Oficial de la Provincia de Almería», y la carta
certificada remitida por el Gabinete Jurídico de la Uni-
versidad de Almería el 25 de octubre de 1995 al domi-
cilio del recurrente en Madrid, y de la que consta acuse
de recibo. Añaden que a la vista de las circunstancias
en las que se desarrolló el proceso, el solicitante de
amparo pudo tener conocimiento del recurso conten-
cioso-administrativo interpuesto contra la repetida con-
vocatoria, y por ello habría tenido la posibilidad de per-
sonarse en el mismo y defender sus intereses.

En el mismo sentido se pronuncia la Universidad de
Almería, que ha intervenido en este proceso de amparo
interesando su denegación, por cuanto el demandante
no habría visto vulnerado su derecho a la tutela judicial
efectiva al serle notificada en forma la interposición del
recurso contencioso-administrativo, como acreditarían
las actuaciones.

El Abogado del Estado sostiene que el solicitante de
amparo presenta en realidad dos recursos: uno, en el
que se impugna directamente la Sentencia por no haber
sido emplazado debidamente; y otro, frente a la reso-
lución denegatoria de la notificación de aquélla, con la
pretensión de plantear el incidente de nulidad de actua-
ciones. El primero sería inviable por no haberse agotado
los recursos utilizables y, además, por ofrecer los autos
indicios de que el recurrente conoció la tramitación del
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procedimiento y tuvo la oportunidad de comparecer en
él. El segundo debería estimarse porque el demandante
tenía derecho a plantear el incidente de nulidad de actua-
ciones (art. 240.3 LOPJ), el cual no debería entenderse
limitado a quienes intervinieron en el proceso. Por ello,
solicita la desestimación de la demanda de amparo en
cuanto a la pretensión anulatoria de la Sentencia impug-
nada, sin perjuicio del derecho del recurrente a ser noti-
ficado en forma de dicha resolución y de utilizar contra
ella los recursos que estime conveniente.

Finalmente, el Ministerio Fiscal interesa la inadmisión
del recurso de amparo por falta de agotamiento de los
recursos utilizables en la vía judicial [art. 44.1 a) LOTC],
al no haber acudido el demandante de amparo al inci-
dente extraordinario de nulidad (art. 240.3 LOPJ), vigen-
te en el momento de dictar la Sentencia impugnada.
Subsidiariamente, solicita que se estime la demanda por
violación del derecho a la tutela judicial efectiva por
entender que el recurrente no fue emplazado en la forma
exigida por la Ley y la jurisprudencia constitucional pues-
to que no se acredita cuándo y donde fue expuesto el
mencionado anuncio de la Universidad, ni puede con-
siderarse que el acuse de recibo del correo certificado
demuestre que la carta de la Universidad llegó realmente
al recurrente, ni que éste tuviera un conocimiento extra-
procesal del recurso contencioso-administrativo. Ello le
habría producido una indefensión material, solamente
atribuible a los órganos administrativo y judicial.

2. Antes de entrar en el fondo del asunto es preciso
dar respuesta a la objeción de admisibilidad de la deman-
da que plantea el Ministerio Fiscal, y comparte el Abo-
gado del Estado, consistente en la falta de agotamiento
de la vía judicial previa a la interposición del amparo
[art. 44.1 a) LOTC], por no haber promovido el recurrente
el incidente de nulidad de actuaciones (art. 240.3 LOPJ)
frente a la Sentencia impugnada. Sostiene el Fiscal que
este remedio procesal se encontraba ya vigente en el
momento de dictarse la resolución aquí recurrida, y que
a través del mismo se podía reparar la pretendida inde-
fensión causada por la falta de emplazamiento. Por su
parte, el Abogado del Estado coincide en tal alegación,
señalando que el demandante debía plantear en el inci-
dente de nulidad la indefensión ahora invocada, al no
estar limitado a quienes intervinieron en el proceso.

En relación al deber de previo agotamiento de la vía
judicial, que el art. 44.1 a) LOTC impone a los deman-
dantes de amparo, hemos declarado reiteradamente que
el cumplimiento de tal requisito sólo exige la utilización
de aquellos recursos cuya procedencia se desprende de
modo claro y terminante del tenor de las previsiones
legales y que, además, dada su naturaleza y finalidad
sean adecuados para reparar la lesión presuntamente
sufrida (SSTC 56/1995, de 6 de marzo, FJ 2; 84/1999,
de 10 de mayo, FJ 2; 169/1999, de 27 de septiembre,
FJ 3; 216/2000, de 18 de septiembre, FJ 2; 168/2001,
de 16 de julio, FJ 2; 232/2001, de 10 de diciembre,
FJ 2).

Pues bien, en el presente caso, las circunstancias con-
currentes llevan a considerar que la utilización del inci-
dente de nulidad (art. 240.3 LOPJ) no resultaba mani-
fiestamente procedente. En efecto, en el momento de
dictarse la Sentencia impugnada, de fecha 23 de marzo
de 1998, conocida por el demandante en el mes de
abril siguiente, sólo estaban legitimados para promover
el incidente de nulidad, según la redacción dada por
la Ley Orgánica 5/1997, de 4 de diciembre, «quienes
sean parte legítima». Precisamente la Ley Orgáni-
ca 13/1999, de 14 de mayo, que por motivos tem-
porales no resultaba aplicable al presente supuesto,
amplió la legitimación para presentar el incidente a «quie-
nes hubieran debido serlo». Es por ello dudoso que entre
las dos Leyes de 1997 y 1999, quienes no fueron lla-

mados al proceso, debiendo haberlo sido, estuviesen
incluidos en el ámbito de aplicación del art. 240.3 LOPJ;
consideración que resultaría corroborada por el hecho
de que el legislador de 1999 entendiera conveniente
modificar la redacción de 1997 para ampliar la legiti-
mación a estas personas. Es asimismo significativo el
hecho de que el propio recurrente presentara un escrito,
registrado en este Tribunal el 13 de julio de 1998, en
el que solicitaba que se declarase su derecho a plantear
el incidente de nulidad del art. 240.3 LOPJ por entender
que tal precepto, en la redacción de aquel momento,
sólo permitía utilizarlo a quienes hubiesen sido parte
en el proceso.

Existiendo pues una duda más que razonable respecto
de si al demandante de amparo le era o no exigible,
por tener legitimación para ello, la interposición del inci-
dente de nulidad de actuaciones regulado en el
art. 240.3 LOPJ, debemos concluir, tal como hicimos
en un supuesto idéntico al que aquí se examina
(STC 178/2000, de 26 de junio, FJ 3) que, en aplicación
de la citada doctrina constitucional, no cabía exigirle al
demandante la interposición, previa a la vía de amparo,
del mencionado incidente de nulidad, por no ser en este
caso un recurso procedente de modo claro y terminante.

Por todo ello no puede prosperar el obstáculo pro-
cesal alegado por el Ministerio Fiscal y el Abogado del
Estado.

3. Despejada la objeción de procedibilidad plantea-
da, debemos seguir con el examen de dos cuestiones
que han de ser también resueltas con carácter previo:
el objeto del presente recurso de amparo y la identi-
ficación de los demandantes.

En relación a la primera, alega el Abogado del Estado
que el Sr. Maestre Sánchez presenta en realidad dos
recursos de amparo: uno frente a la Sentencia impug-
nada, por no haber sido debidamente emplazado, y otro
frente a la resolución denegatoria de la notificación de
la Sentencia, con la pretensión de plantear el incidente
de nulidad de actuaciones. Esta segunda pretensión figu-
ra en el mencionado escrito que el recurrente presentó
con posterioridad a la demanda de amparo (interpuesta
el 17 de abril de 1998) y que fue registrado en este
Tribunal con fecha 13 de julio de 1998.

Pues bien, las alegaciones y las pretensiones formu-
ladas en este segundo escrito no pueden ser ahora
examinadas. A este propósito basta recordar nuestra
constante doctrina, según la cual las únicas quejas que
pueden ser atendidas en esta vía de amparo constitu-
cional son las que la propia parte actora deduce en su
demanda, pues ésta es la rectora del proceso, la que
acota, define y delimita la pretensión, en relación con
las infracciones que en ella se citan; en los escritos pos-
teriores a la demanda no cabe modificar el petitum o
la causa petendi, agregando extemporáneamente nue-
vos fundamentos o nuevas pretensiones (STC
132/1991, de 17 de julio, FJ 2; ATC 142/2000, de
12 de junio, FJ 2). Por lo tanto, el objeto del presente
amparo se circunscribe al examen de la queja por vul-
neración del art. 24.1 CE, por falta de emplazamiento,
que el demandante dirige a la Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía de 23 de marzo de
1998; siendo su pretensión la anulación de la resolución
impugnada y que este Tribunal ordene retrotraer el pro-
ceso al momento en que el demandante debió ser debi-
damente emplazado.

En relación a la segunda cuestión, debemos afirmar
que el único recurrente en este proceso de amparo es
el Sr. Maestre Sánchez, quien interpuso la mencionada
demanda en el plazo fijado por nuestra Ley Orgánica.
La pretensión del compareciente don Miguel Martínez
López, de que también a él le sea otorgado el amparo,
no puede prosperar. Como hemos declarado en nuestra



42 Jueves 14 marzo 2002 BOE núm. 63. Suplemento

jurisprudencia, una vez formulado recurso de amparo,
aceptar que aquéllos que hayan comparecido posterior-
mente en el proceso constitucional, en virtud del empla-
zamiento previsto en el art. 51.2 LOTC, puedan impugnar
un acto no recurrido en su momento por ellos mismos
en esta vía jurisdiccional, entrañaría la vulneración del
art. 44.2 de dicha Ley, que establece de forma taxativa
el plazo de interposición del recurso. Con independencia
de la configuración doctrinal con que se quiera revestir
la situación de los personados no solicitantes originarios
del amparo, es lo cierto que no pueden transformarse
en recurrentes ni, por tanto, deducir pretensiones pro-
pias, limitándose sus derechos a formular alegaciones
y a que se les notifiquen las resoluciones que recaigan
en un proceso que sólo versa sobre las pretensiones
de los demandantes iniciales (STC 170/1990, de 30
de noviembre, FJ 1).

4. Realizadas las anteriores precisiones, procede
ahora analizar la queja por vulneración del art. 24.1 CE,
que el recurrente dirige a la Sentencia impugnada, por
considerar que ésta culminó un proceso contencioso-ad-
ministrativo al cual debía ser emplazado y que, sin embar-
go, se desarrolló y concluyó sin su intervención.

Como ha quedado reflejado en los antecedentes, la
Sentencia aquí recurrida anuló la Resolución de la Uni-
versidad de Almería de 5 de junio de 1995 por la que
se convocaron varias plazas de Catedrático de Univer-
sidad, una de ellas en el área de Filosofía, a la que el
recurrente concursó y, una vez realizadas las pruebas,
obtuvo, siendo nombrado para ella mediante Resolución
de aquella Universidad de 26 de noviembre de 1996.
Alega el demandante que, una vez recurrida por otros
concursantes la citada Resolución de convocatoria, la
Universidad de Almería fue emplazada por el órgano
judicial, pero que aquélla no le emplazó debidamente
a él, como interesado directo, de conformidad con lo
dispuesto en el art. 64 LJCA, con lo cual no pudo inter-
venir en el proceso.

La cuestión suscitada consiste pues en determinar,
una vez más, si la falta de emplazamiento personal de
terceras personas interesadas en el objeto de un proceso
contencioso-administrativo ha entrañado una vulnera-
ción del derecho a la tutela judicial efectiva que reconoce
el art. 24.1 CE. En relación a esta cuestión existe ya
una consolidada y detallada doctrina jurisprudencial, que
ha sido recogida y sintetizada en diversas resoluciones
(concretamente, en las SSTC 1/2000, de 17 de enero,
FJ 3; 20/2000, de 31 de enero, FJ 2; 116/2000, de
5 de mayo, FJ 2; 178/2000, de 26 de junio, FJ 4;
228/2000, de 2 de octubre, FJ 2; 300/2000, de 11
de diciembre, FJ 2) a las que forzosamente debemos
remitirnos.

En tales pronunciamientos, hemos declarado que, en
consonancia con el mandato implícito al legislador y al
intérprete que contiene el art. 24.1 CE, consistente en
promover la defensa, en la medida de lo posible, median-
te la correspondiente contradicción, el emplazamiento
por edictos en el recurso contencioso-administrativo no
garantiza en medida suficiente la defensa de quienes
están legitimados para comparecer como demandados
o coadyuvantes en procesos que inciden directamente
en sus derechos e intereses, y que es exigible el empla-
zamiento personal, cuando los legitimados, como parte
demandada o coadyuvante, fueran conocidos e identi-
ficables a partir de los datos que figuren en el escrito
de interposición del recurso contencioso-administrativo,
en el expediente administrativo o en la demanda y que,
en estos supuestos, la falta de dicho emplazamiento pue-
de suponer una vulneración del art. 24.1 CE (por todas,
SSTC 97/1991, de 9 de mayo, FJ 2; 100/1994, de
11 de abril, FJ 2; 105/1994, de 11 de abril, FJ 2;
122/1998, de 15 de junio, FJ 3; 26/1999, de 8 de
marzo, FJ 3; 20/2000, de 31 de enero, FJ 2).

A esta doctrina constitucional se acomodaría la redac-
ción que la Ley 10/1992, de 30 de abril, dio al art.
64 LJCA 1956, vigente ya en el momento de efectuar
los emplazamientos en el recurso contencioso-adminis-
trativo en el que recayó la Sentencia ahora impugnada
en amparo. En efecto, el citado artículo impone a la
Administración, autora del acto o disposición impug-
nados, la carga de notificar al Tribunal y a cuantos
aparezcan como interesados en el expediente adminis-
trativo, así como la de emplazarles, para que puedan
comparecer y personarse en autos, dejando subsistente
el emplazamiento por el mero anuncio de la interposición
del recurso, con carácter residual, para aquellos inte-
resados que no hubieran podido ser emplazados per-
sonalmente. Además, el mismo precepto requiere del
órgano judicial el examen de las actuaciones adminis-
trativas, para comprobar que se han efectuado los empla-
zamientos necesarios y ordenar, en su caso, que se prac-
t iquen, si se advirt iera que son incompletos
(SSTC 65/1994, de 28 de febrero, FJ 3; 105/1995,
de 3 de julio, FJ 3; 1/2000, de 17 de enero, FJ 3).

Ahora bien, esta doctrina constitucional se formula
con una serie de matices, que advierten que no toda
falta de emplazamiento personal puede ser calificada
como vulneradora del derecho a la tutela judicial efectiva,
pues la propia condición o personalidad de quien afirma
haber sufrido la lesión por habérsele emplazado sólo
edictalmente, los medios de los que el órgano judicial
haya podido disponer para practicar y hacer efectivo
el emplazamiento personal, la diligencia que el presun-
tamente lesionado haya observado a fin de comparecer
en el proceso, el conocimiento extraprocesal que haya
podido tener acerca de su existencia, o, en fin, el momen-
to mismo en que llegó a conocer la Sentencia que puso
término al proceso, son, todas ellas circunstancias, aun-
que no exclusivas, determinantes de la valoración y juicio
que la infracción procesal pueda y deba merecer desde
la perspectiva del derecho fundamental considerado
(SSTC 72/1990, de 23 de abril, FJ 2; 65/1994, de 28
de febrero, FJ 3; 20/2000, FJ 2).

Por ello, cuando se denuncia la vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva por ausencia del debido
emplazamiento, como en el presente supuesto, resulta
necesario determinar si efectivamente el demandante
de amparo debía de haber sido emplazado personalmen-
te y se encontraba suficientemente identificado para ello;
en segundo lugar, si el emplazamiento se llevó o no
a cabo en forma personal y suficiente para que llegara
a conocimiento del destinatario; y, en el caso de que
no se hubiese practicado, si el recurrente en amparo
ha tenido conocimiento o pudo haberlo tenido, de actuar
con la diligencia que le es exigible, de la existencia del
proceso para ejercer su derecho de comparecencia y
d e f e n s a ( S S T C 1 / 2 0 0 0 , F J 3 ; 2 0 / 2 0 0 0 ,
FJ 2; 178/2000, FJ 4; 300/2000, FJ 2).

5. Debemos aplicar los anteriores cánones de cons-
titucionalidad al presente caso, empezando por compro-
bar si el demandante de amparo era titular de un derecho
o de un interés legítimo y propio susceptible de afección
en el proceso contencioso-administrativo, lo que deter-
minaría su condición material de demandado o coad-
yuvante en el proceso. En todo caso, la titularidad del
derecho o interés legítimo debía darse al tiempo de la
iniciación del proceso contencioso (STC 122/1998,
de 15 de junio, FJ 3).

El recurrente en amparo sostiene su interés directo
en el proceso contencioso-administrativo, coincidiendo
con él el Ministerio Fiscal, sin que ninguna de las demás
partes intervinientes en este proceso constitucional
hayan discutido el cumplimiento de tal requisito.

Ciertamente, en el momento de ser admitido a trámite
el recurso contencioso-administrativo núm. 3487/95 y
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requerida la Universidad para que remitiera el expediente
al Tribunal (providencia de 13 de octubre de 1995),
el solicitante de amparo aún no había sido admitido defi-
nitivamente al concurso para la provisión de una plaza
de Catedrático de Filosofía (Resolución del Rectorado
de 17 de octubre de 1995). Pero sí ostentaba la con-
dición de candidato a dicha plaza cuando la Universidad
remitió a la Sala el expediente requerido (escrito de la
Secretaría General de la Universidad de 24 de octubre
de 1995). En ese momento, el Sr. Maestre Sánchez no
podía gozar aún de la posición procesal de codeman-
dado, pero sí poseía un interés directo en el manteni-
miento de la Resolución recurrida, que le daba derecho
a comparecer en el proceso como parte coadyuvante.
En efecto, el demandante de amparo ostentaba un legí-
timo interés en que se respetara la validez de la con-
vocatoria impugnada, en la medida en que tenía expec-
tativa de ser nombrado para ocupar la plaza convocada
pues, como hemos tenido ocasión de declarar, los opo-
sitores admitidos tienen un legítimo interés en que no
se anule la convocatoria (SSTC 72/1999, de 26 de abril,
FJ 3; 152/1999, de 14 de septiembre, FJ 5; 20/2000,
de 31 de enero, FJ 3). Así pues, debe concluirse que
el demandante de amparo, en cuanto aspirante admitido
al concurso para la provisión de la plaza de Catedrático
de Filosofía, convocada por la Resolución recurrida,
ostentaba un legítimo interés en el proceso contencio-
so-administrativo, al que debió ser emplazado personal-
mente, si era factible.

6. Sentado que el recurrente en amparo era titular
de un interés legítimo y tenía derecho a ser emplazado
personalmente en el proceso contencioso-administrati-
vo, hemos de determinar si dicho emplazamiento era
factible por ser persona identificable, a partir de los datos
obrantes en el expediente.

De las actuaciones remitidas a este Tribunal se des-
prende que, una vez interpuesto el recurso contencio-
so-administrativo núm. 3487/95 (al que posteriormente
se acumularía el recurso núm. 3705/95), la Sala dictó
providencia de 13 de octubre de 1995, en la que se
acordó tener por interpuesto el recurso, y se ordenó
la publicación del oportuno edicto en el «Boletín Oficial
de la Provincia», así como que se requiriera a la Uni-
versidad demandada la remisión del expediente, con
emplazamiento de los interesados. Que el demandante
de amparo era perfectamente identificable queda pro-
bado en el escrito de remisión del expediente adminis-
trativo, de fecha 24 de octubre de 1995, al que se acom-
paña una copia del anuncio de interposición del recurso
que, según dicho escrito, fue publicado en los tablones
de anuncios del Servicio de Personal de la Universidad,
y notificado expresamente al Director del Departamento
de Filosofía, Metodología, Sociología y Pedagogía, y a
todos los admitidos al concurso de dicha plaza.

Este último extremo se acredita con la fotocopia de
los acuses de recibo del envío del citado anuncio a los
cuatro admitidos al concurso, fechados el día 25 de octu-
bre de 1995, entre los que figura el del demandante
de amparo, con destino en Madrid, firmado el día 27
siguiente por una persona que se identifica como Dolores
García, empleada, con DNI 247.070. El recurrente no
niega que el domicilio al que la Universidad envió dicha
carta fuera el mismo que fijó en su instancia para pre-
sentarse al concurso y, en efecto, puede comprobarse
que en este mismo domicilio (calle Mayor, 1, 28013
Madrid) el demandante recibió previamente, con acuse
recibo, la lista provisional de admitidos y excluidos al
concurso. Posteriormente, se le envió a esa misma direc-
ción la lista definitiva de admitidos y excluidos, y al no
haber nadie en el domicilio, el recurrente la retiró per-
sonalmente de la oficina de correos.

El solicitante de amparo alega que la firmante del
acuse de recibo era una persona desconocida, que no

aparece identificada en el aviso de recibo con su segundo
apellido y su documento nacional de identidad completo,
y que no consta su condición. Sin embargo, nada puede
reprocharse a la notificación practicada en el domicilio
del recurrente ya que ésta cumplió los requisitos fijados
por el art. 59.2 de la Ley 30/1992, el cual permite «a
cualquier persona que se encuentre en el domicilio (del
interesado) y haga constar su identidad» hacerse cargo
de la notificación en caso de que aquél no se hallara
presente en el momento de su entrega. En el aviso de
recibo aparece como firmante una persona que, a pesar
de omitir el segundo apellido, puede ser identificada y
que se identifica como empleada del interesado.

Del examen de las actuaciones se desprende, pues,
que el demandante de amparo fue emplazado perso-
nalmente al proceso contencioso-administrativo, de con-
formidad con lo dispuesto en el art. 64 LJCA, ya que
se practicó válidamente en su domicilio una notificación
que cumple con los requisitos legales.

7. La anterior conclusión sería suficiente para recha-
zar la queja por vulneración del art. 24.1 CE, así como
las pretensiones formuladas en la demanda de amparo
examinada. No obstante, conviene añadir que, en el pre-
sente caso, tampoco se ha producido la denunciada
lesión constitucional porque el recurrente se haya visto
situado en una posición de indefensión real y efectiva,
contraria al art. 24.1 CE (STC 197/1997, de 24 de
noviembre, FJ 4). En efecto, a la luz de las actuaciones
se puede inferir sin mayor dificultad que el recurrente
(aunque no hubiera llegado a su poder la notificación
a que se requiere el fundamento jurídico anterior) tuvo
que conocer extraprocesalmente la existencia del recur-
so contencioso-administrativo, con la posibilidad consi-
guiente de personarse en el proceso.

A la anterior conclusión se llega si se considera el
cúmulo de circunstancias que rodean el caso. En primer
lugar, debe destacarse que el litigio jurídico se desen-
volvió en el contexto de una Universidad en proceso
de creación y de dimensiones reducidas, en el que un
incidente como el examinado tuvo que tener una amplia
difusión; en segundo término, hay que tener presente
el número limitado de afectados por la específica con-
vocatoria de la plaza de Catedrático de Filosofía y que
uno de los cuatro coopositores (el Sr. Campos García)
fue parte coadyuvante en el proceso; por último, en este
orden de consideraciones, resultan especialmente rele-
vantes las numerosas incidencias académicas que pre-
cedieron a la controvertida convocatoria —las cuales que-
dan perfectamente reflejadas en el expediente adminis-
trativo en el que recayó la Resolución de 5 de junio
de 1995—, que dibujan un panorama potencialmente
conflictivo en el que era fácil percibir la existencia de
una litigiosidad latente.

Asimismo debe señalarse que, junto a la publicación
edictal en el «Boletín Oficial de la Provincia» (núm. 221,
de 20 de noviembre de 1995), el anuncio de interpo-
sición del recurso contencioso-administrativo fue publi-
cado en los tablones de anuncios del Servicio de Personal
de la Universidad, según afirma el escrito de remisión
del expediente administrativo de 24 de octubre de 1995,
firmado por el Secretario General de la Universidad de
Almería.

Finalmente hay que insistir en que no resulta verosímil
que el recurrente desconociera la existencia del proceso
contencioso-administrativo durante un lapso de tiempo
tan dilatado, que va desde la admisión del recurso (13
de octubre de 1995) hasta la notificación de la Sentencia
a la Universidad (que ésta comunicó al recurrente el 7
de abril de 1998), teniendo en cuenta que el concurso
se desarrolló durante el año 1996 y que el hoy deman-
dante fue nombrado Catedrático el 26 de noviembre
del mismo año, incorporándose al Departamento de Filo-
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sofía, Metodología, Sociología y Pedagogía de la Uni-
versidad de Almería, directamente afectado por el recur-
so en cuestión.

A la vista de todo lo anterior, hay que recordar que
este Tribunal ha declarado que no es de recibo que man-
tenga una denuncia constitucional de indefensión quien
por su actitud pasiva y negligente coadyuvó a su pro-
ducción, al no comparecer en el proceso, estando en
tiempo de hacerlo, pese a tener (o a haber debido tener,
con un mínimo de diligencia) conocimiento de su exis-
tencia, incluso por cauces distintos al del emplazamiento
personal (por todas, STC 20/2000, FJ 2).

8. Las anteriores consideraciones conducen al
rechazo de la queja relativa a la falta de emplazamiento
personal en el proceso contencioso-administrativo, y a
declarar la inexistencia de la indefensión denunciada,
no apreciando por tanto vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo y levantar
la suspensión parcial de la ejecución de la Sentencia
de 23 de marzo de 1998 de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a once de febrero de dos mil
dos.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

5090 Sala Segunda. Sentencia 32/2002, de 11 de
febrero de 2002. Recurso de ampa-
ro 2160/98. Promovido por don Alejandro
Lamoga Colkorew frente a la Sentencia de
la Audiencia Provincial de Barcelona que anu-
ló un laudo arbitral que había condenado a
Filadors de Torredembarra, S.L., a abonar una
cantidad de dinero.
Alegada y supuesta vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva: queja sobre extem-
poraneidad que no fue planteada en nulidad
de actuaciones; anulación de un laudo que
resuelve el fondo del litigio, y que está fundada
en Derecho.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente; don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez y doña Elisa Pérez Vera,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2160/98 planteado
por don Alejandro Lamoga Colkorew, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña Marta Sanz Amaro

y asistido por el Letrado don Antoni Ferré i Mestre, contra
la Sentencia de 13 de marzo de 1998, pronunciada por
la Sección Decimoquinta de la Audiencia Provincial de
Barcelona, que estimó el recurso de anulación deducido
contra el laudo de fecha 14 de julio de 1996 dictado
por don Luis Vicen Rufas en procedimiento arbitral pro-
movido por don Alejandro Lamoga Colkorew y don Seve-
ro Lamoga Balaña. Ha intervenido la compañía Filadors
de Torredembarra, S.L., representada por el Procurador
de los Tribunales don José Granados Weil y asistida por
la Letrada doña María Concepción Ballester Colomer,
así como el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Guillermo Jiménez Sánchez, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Con fecha 14 de mayo de 1998 tuvo entrada
en el Registro General de este Tribunal demanda de
amparo deducida contra la resolución judicial reseñada
en el encabezamiento de esta Sentencia. Tal demanda
fue formulada en nombre de don Alejandro Lamoga Col-
korew y don Severo Lamoga Balaña por la Procuradora
de los Tribunales doña Nuria Solé Batet, sustituida con
posterioridad por doña Marta Sanz Amparo en la repre-
sentación del primero de los demandantes, pues el
segundo falleció el 2 de junio de 1998 sin que sus here-
deros, debidamente emplazados, hayan comparecido en
este procedimiento.

2. El recurso de amparo trae causa de los siguientes
hechos:

a) Don Severo Lamoga Balaña y don Alejandro
Lamoga Colkorew impugnaron ante el Tribunal Arbitral
de Barcelona varios acuerdos sociales aprobados por
la junta general ordinaria de Filadors de Torredembarra,
S.L., el día 3 de mayo de 1995, dictándose laudo arbitral
en fecha 14 de julio de 1996 por el que se declaraban
nulos determinados acuerdos de la Junta general y se
condenaba a «Filadors de Torredembarra, Sociedad Limi-
tada», a pagar a los actores ciertas cantidades de dinero.

b) Contra dicho laudo arbitral recurrió en anulación,
Filadors de Torredembarra, S.L., expresando su oposición
a cada uno de los motivos de la parte instante de la
actuación arbitral. Por Sentencia de 13 de marzo de
1998 la Sección Decimoquinta de la Audiencia Provincial
de Barcelona estimó el recurso de anulación interpuesto
al entender que el laudo había recaído sobre materia
que no podía ser objeto de arbitraje, dictándose pos-
teriormente Auto aclaratorio, de fecha 30 de abril de
1998, en que se completaba la parte dispositiva de la
anterior Sentencia con la expresa declaración de que
el laudo impugnado era nulo de pleno Derecho.

3. La demanda de amparo reprocha a la Sentencia
de la Audiencia Provincial haber vulnerado su derecho
a la tutela judicial efectiva, reconocido en el art. 24 CE,
por infracción del derecho a la jurisdicción, al no apreciar
la extemporaneidad del recurso de apelación y al infringir
los límites de la congruencia.

La primera vulneración denunciada radicaría en que,
al haber entendido la Sentencia recurrida que el laudo
recaía sobre materia que no podía ser objeto de arbitraje,
se habría negado a la parte instante de aquel proce-
dimiento el derecho a la jurisdicción, pues resultaría
vedado un análisis del fondo de las cuestiones debatidas
en el laudo arbitral.

La segunda lesión invocada se habría producido por
no apreciar la extemporaneidad del recurso de anulación,
que sería manifiestamente extemporáneo por cuanto
que, habiéndose notificado el laudo el 31 de julio


